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SALA DE CASACION SOCIAL
Ponencia del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta.

 


En el juicio que por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales sigue el ciudadano JUAN ALBERTO SÁNCHEZ FERNÁNDEZ representado judicialmente por el abogado Juan Alberto Sánchez Quintero, contra las sociedades mercantiles BENARROCH Y CASABERA, C.A., INTERNACIONAL DE ANÁLISIS Y SISTEMAS, S.A. (INTASIS), SOCIEDAD ANÓNIMA REX y FEDERAL DISCOUNT, C.A., representadas judicialmente por los abogados Lourdes Silva Capriles, Federico Argüello U., María Rosa Lo Monaco, Mónica Ramírez Gómez, Rafael Ali Garrido García, Carla Silveira Calderín, Karely R. Herrera Lamus, Homero Echevarreneta G., Wilmer García García, Ricardo Herrera Marín, Blanca Bonato Contreras, Solange Mardeni Rajbe y Patricia Gómez Bravo; el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, constituido con Asociados, conociendo en alzada, dictó sentencia en fecha 06 de agosto de 1999, mediante la cual declaró sin lugar las cuestiones previas de falta de cualidad e interés en ambas partes y la de incompetencia del Tribunal, sin lugar la prescripción de la acción opuesta por la parte accionada y, con lugar la demanda intentada, por lo que se condenó solidariamente a las co-demandadas a pagar al actor la cantidad de “ciento diecisiete millones quinientos cuarenta mil setecientos ochenta y tres bolívares con cincuenta céntimos (Bs. 117.540.783,50). De la suma de estas prestaciones, se deducirá la cantidad de setecientos quince mil ciento catorce bolívares con catorce céntimos (Bs. 715.114,14)”, acordando, además, la corrección monetaria.

 


Contra el fallo anterior anunció recurso de casación  la abogado Karely R. Herrera Lamus, en su carácter de co-apoderada judicial de la parte demandada, el cual, una vez admitido fue formalizado e impugnado. No hubo réplica.

 


Recibidos los autos en esta Sala de Casación Civil se le dio cuenta el 20 de octubre de 1999 y, ésta en auto dictado el 13 de enero de 2.000, en virtud de la entrada en vigencia del nuevo texto constitucional y, por tanto, de la creación de las nuevas Salas que conforman este Máximo Tribunal, declinó la competencia para conocer del presente asunto en la Sala de Casación Social, a la que le está atribuido el conocimiento de las materias laboral, agrario y menores, por cuanto el presente procedimiento es por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales.

 


Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social se designó Ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo.

 


Concluida la sustanciación del presente asunto se pasa a decidir, en los siguientes términos:

 

PUNTOS PREVIOS

- I -

 


En el escrito de impugnación consignado por la parte actora, se solicita a este Máximo Tribunal declare perecido el recurso de casación anunciado, puesto que la formalización presentada por la parte demandada es contra una sentencia distinta a la pronunciada en segunda instancia en el presente juicio, ya que la decisión impugnada mediante el referido escrito fue dictada por un Juzgado Unipersonal, en tanto que el fallo contra el cual se intentó el recurso extraordinario lo fue por un Tribunal Colegiado y, asimismo en la formalización se refiere a una fecha distinta a aquélla en la cual fue dictada la sentencia atacada.

 


De la revisión de las actas del expediente se evidencia que la sentencia contra la cual se anunció y admitió recurso de casación en el presente caso fue dictada el 06 de agosto de 1999, en tanto que en la formalización se identifica el fallo impugnado como proferido en fecha 12 de julio del referido año.


No obstante lo precedentemente establecido se observa que el formalizante señala que la recurrida está inserta en los folios 3 al 117 de la sexta pieza del expediente, correspondiendo los mismos a la sentencia dictada por el Juzgado de alzada en el presente juicio, contra la cual se anunció y admitió el recurso extraordinario, evidenciándose la intención del recurrente de atacar dicho fallo, por lo que considera esta Sala que el formalizante incurrió en un error material al indicar la fecha de la sentencia impugnada y al omitir la mención de que la misma fue dictada por un Tribunal constituido con Asociados, así que resultaría un formalismo exagerado sancionarlo con la declaratoria de perención del recurso de casación, lo cual, además, contraría lo establecido en el artículo 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por lo que se desecha el alegato del impugnante y, así se decide. 

 

- II -

 


Por otra parte, alega el impugnante que los poderes consignados por el formalizante son nulos por contradictorios y que por lo tanto éste carece de legitimidad para representar a las co-demandadas, por lo que el recurso de casación debe tenerse como no presentado y así solicita que sea declarado por esta Sala.

 


A decir del impugnante los poderes conferidos al formalizante, abogado Paulo Emilio Llamozas Rojas, por cada una de las co-demandadas tienen el carácter de especial, pero, no obstante ello no se identifica el juicio para el cual fueron otorgados y se enuncian facultades propias de un mandato de carácter general.

 


Ahora bien, de la lectura de los instrumentos impugnados se observa que, aun cuando éstos son calificados en sus propios textos como de carácter especial, ciertamente, se otorgan en ellos facultades al mandatario que son propias de un poder de naturaleza general, por lo que considera esta Sala que debe privar, por tanto, la intención de las otorgantes de conferir las facultades allí enunciadas sobre la calificación dada al mencionado mandato.

 


De manera que al expresar cada uno de los poderes lo siguiente: “...quedan amplia y suficientemente facultados los aquí constituidos apoderados para ejercer la representación  plena de la compañía en  juicios..., y en general, realizar todos los actos judiciales y procesales necesarios para la mejor defensa de los derechos e intereses de la compañía, incluyendo la interposición de recursos ordinarios y extraordinarios, inclusive ante la Corte Suprema de Justicia, anunciar y formalizar el Recurso de Casación...”, considera la Sala que los mismos resultan suficientes y, por tanto el formalizante ostenta la representación que se atribuye, por lo que se desecha el alegato analizado y, así se resuelve.
 

- III -

 


También alega el impugnante la extemporaneidad de la presentación del escrito de formalización, expresando que:

 

“...estamos, en presencia de un proceso laboral, cuyas normas procesales, en primer término, se rigen por lo dispuesto en la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, y el legislador reguló en esta ley Especial todo lo relativo al lapso para anunciar, formalizar, etc., el recurso extraordinario de casación.

 

A tal efecto, el artículo 81 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, es categórico cuando establece:

 

‘En materia del trabajo, el término para formalizar el recurso de casación será de veinte días, contados a partir del auto de admisión del recurso’.

 

En el presente caso, el auto que admitió el recurso es de fecha 29 de septiembre de 1999, por lo que los veinte días para formalizar vencieron el diecinueve de octubre del corriente año, sin que para ese momento la parte recurrente hubiera cumplido con la formalidad de la presentación a la Corte del correspondiente escrito de formalización.

 

La Ley Orgánica del Trabajo, dictada el diez de junio de mil novecientos noventa y siete, muy posterior a la promulgación del nuevo Código de Procedimiento Civil, que es de fecha 5 de diciembre de 1985, y por tanto, este último, no deroga disposiciones de la legislación posterior a él,... (omissis).

 

Tales principios están reconocidos en la vigente Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, y sólo al legislador le corresponde sustituirla o modificarla, pero mientras esto no suceda, deben respetarse los lapsos procesales contenidos en esta Ley Especial, y que es acorde con lo dispuesto por el artículo 22 del Código de Procedimiento Civil cuando establece:

 

‘LAS DISPOSICIONES Y LOS PROCEDIMIENTOS  ESPECIALES del presente Código se observarán con preferencia a los generales del mismo, en todo cuanto constituya la especialidad,...’.

 

Se observa que nuestra Ley Procesal es celosa por el cumplimiento de las normas de procedimientos especiales que el mismo Código contempla, celo éste que necesariamente se extiende a los procedimientos especiales contenidos en otras leyes, de carácter especial y urgente por naturaleza, como es el caso del proceso laboral, y no se compadece con el principio de celeridad procesal regulado por el artículo 10 de este mismo Código, cuando establece que:

 

‘la justicia se administrará lo mas brevemente posible’.

 

con la tendencia de utilizar los lapsos máximos del proceso ordinario, en sustitución de los breves regulados por ley especial.

 

En razón a todo lo anteriormente expuesto, respetuosamente pido a la Honorable Corte DECLARE EL PERECIMIENTO del presente ‘Recurso de Casación’, por haber sido presentado a la Secretaría de la Sala, extemporáneamente al lapso fijado por el artículo 81, dándole así cumplimiento a lo dispuesto expresamente por el legislador,...”. (Mayúsculas del impugnante).

 

 

 


De la lectura del pasaje de la impugnación precedentemente transcrito se observa que la solicitud de perecimiento del recurso de casación anunciado por la parte demandada, se fundamenta en que el lapso para presentar el escrito de formalización es de veinte (20) días, por tener el presente juicio naturaleza laboral,  de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, habiendo sido consignado el mismo extemporáneamente.

 


En cuanto al referido alegato se advierte al impugnante que los lapsos procesales para el anuncio y trámite del recurso de casación fueron unificados por sentencia de la Sala de Casación Civil de fecha 13 de julio de 1988, en la que se equipararon a los establecidos en el Código de Procedimiento Civil, criterio éste que es totalmente acogido por esta Sala de Casación Social, en el citado fallo se expresó:

 

“Si bien en nuestro país existe la igualdad de las partes en el proceso, en el sentido de que tienen los mismos deberes y están investidas de iguales derechos para hacerlos valer en el juicio de que se trate, sin embargo se observa que hay desigualdad en cuanto al tipo de juicio que se esté ventilando, por cuanto, como quedó asentado anteriormente, en los procedimientos regidos por Leyes Especiales como lo son los de tránsito, trabajo y agrarios, por disposición expresa de la ley que los regula en lo concerniente al recurso de casación, la cual es la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, las oportunidades para hacer valer sus derechos se reducen a la mitad, como serían los actos del anuncio del recurso, su formalización, réplica y contrarréplica, situación ésta que, obviamente, les acorta las posibilidades para obtener una verdadera reparación del agravio jurídico que pudiera haber sufrido una de las partes en el proceso y que por falta de tiempo no pudiera realizar la actuación procesal pertinente encaminada a la obtención de esa reparación.

 

Es por ello, que la Sala, consciente de que la jurisprudencia no puede mantenerse estática porque el derecho que aplica está por esencia en permanente evolución, ya que debe regular realidades sociales también en constante evolución, se ha visto motivada por la necesidad de unificar el procedimiento concediendo, para todos los juicios a los que la Ley procedimental les reconoce el derecho a la revisión por el Supremo Tribunal de la República, las mismas oportunidades para su anuncio, formalización, impugnación, réplica y contrarréplica.

 

En efecto, al llegarse a la conclusión de que la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, por haber sido promulgada con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución Nacional, tiene rango igual al de las leyes ordinarias, dentro de las cuales está el Código de Procedimiento Civil, hay que llegar igualmente a la conclusión de que una ley vigente desde el año 1959 está hoy menos actualizada que una ley de 1987, por lo que,  entre dos declaraciones de voluntad del legislador, dictadas por los mismos trámites formales y aparentemente contradictorias entre sí, debe prevalecer la que ha sido dictada en último lugar.

 

Es por ello que la Sala, como Máximo Tribunal de la República, debe dar estricto cumplimiento a las disposiciones legales relacionadas directamente con la interposición del recurso extraordinario de casación y procede a cambiar su doctrina en este sentido, ya que, al ratificar el asidero legal del artículo 940 del nuevo Código de Procedimiento Civil que deroga cualesquiera otras disposiciones de procedimiento que se opongan a esta Código en las materias que él regula, dispone que, en forma inmediata, en los procedimientos especiales de tránsito, trabajo y agrarios, debe darse cumplimiento a las disposiciones legales relativas al anuncio, formalización, impugnación, réplica y contrarréplica, contenidas en los artículos 314, 315, 316, 317 y 318 del Código de Procedimiento Civil y a los cuales remite expresamente la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, con las modificaciones en ella contenidas, las cuales quedan derogadas por la prevalencia de la ley posterior...”.

 

 

 


De manera que, el lapso de cuarenta días para formalizar comenzó a correr el 29 de septiembre de 1999 hasta el 07 de noviembre del mismo año, y por tratarse de un domingo culminó el día de despacho siguiente, es decir el 08 del mismo mes y año, día éste en el que fue consignado el escrito respectivo, por lo que esta Sala lo considera tempestivo

 


Por las consideraciones expuestas y en aplicación de la doctrina precedentemente transcrita,  esta Sala considera que la formalización del presente recurso de casación fue presentada oportunamente por lo que se desecha el presente alegato y se pasa a revisar la misma  en los siguientes términos:

 

DEFECTOS DE ACTIVIDAD

- I - 

 


Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncia el formalizante la infracción por la recurrida de los artículos 243 ordinal 4º y 509 eiusdem.

 


Alega el formalizante:

 

“En la sentencia recurrida no se cumple con la obligación de explicar adecuadamente cómo deduce el sentenciador del análisis probatorio los hechos que declara establecidos. Sólo menciona su existencia, pero no explica las razones que le permiten inferir el hecho que dice establecer. Más aun, en algún caso, no expresa su opinión acerca de la prueba, pues solamente se contenta con indicar la existencia de la prueba, llegando inclusive en otros casos a mencionar la prueba con la identificación que le dan los demandantes, pero sin explicar de qué prueba se trata. En otros casos, dice establecer hechos de una prueba analizada, pero no explica cuál es la relación de esta con el caso que examina. Y, en otros, es contradictoria la motivación, cuando analiza una prueba que previamente ha dicho no va a considerar.

 

En efecto, en la sentencia recurrida, que corre inserta en los folios 3 al 117 de la 6º pieza del expediente, concretamente en los folios 15 al 64, que corresponden a las páginas 13 a 62 de la sentencia, donde se encuentra el análisis de las pruebas presentadas por la parte demandante, se puede advertir cómo la motivación esta constituida por motivos generales e inocuos e imprecisiones que no permiten conocer cabalmente cuáles son las razones que ha tenido el sentenciador, para obtener de las pruebas los elementos de convicción que dice ha establecido.

 

Los errores cometidos en la motivación son los siguientes:

 

1.    En los folios 15 y 16 de la sexta pieza del expediente, que corresponden a las páginas 13 y 14 de la sentencia. Se dice que no se puede atribuir valor probatorio a los memorandos marcados con las letras ‘C’ y ‘D’... por tratarse de copias fotostáticas  simples de documentos privados... además los documentos acompañados con las letras ‘B’, ‘C’, ‘D’; ‘E’, ‘F’ y ‘G’, fueron expresamente desconocidos por la parte demandada. Pero, en los folios 18, 19 y 20 que corresponden a las páginas 16, 17 y 18 de la sentencia se examinan las pruebas que antes se le negó valor probatorio. Circunstancia, que sin duda, constituye una flagrante contradicción en un mismo punto que hace a la sentencia inmotivado.

 

2.    En el folio 19 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a la página 17 de la sentencia, se analiza el anexo C-1, del cual dice que demuestra que el actor era el abogado de la compañía. Pero, nada dice que permita comprender cuáles son las menciones de la prueba, ni como se obtiene de ésta el hecho que dice probado.

 

3.    En los folios 21 y 22 de la sexta pieza del expediente, que corresponden a las páginas 19 y 20 de la sentencia, se analizan unas pruebas que identifica el sentenciador como F-8, F-9 y F-12, de las cuáles dice que demuestran la relación de dependencia del actor con las empresas que conforman el grupo Beracasa y su relación laboral, pero sin explicar cómo de las menciones de esas pruebas se deducen esos hechos.

 

4.    En el folio 23 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a la página 21 de la sentencia, se examina una prueba que identifica como ‘G-2’ y ‘G-3’ de los cuales se afirma que fueron remitidos a una dirección en la Avenida Urdaneta, pero no se explica que importancia tiene ese hecho para demostrar las proposiciones de las partes, ni se explica cómo se ha obtenido de la prueba.

 

5.    En el folio 25 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a la página 23 de la sentencia, se examina una prueba que identifica como ‘H-6’, que consiste en un memorando enviado al actor por el doctor Arturo Obadía de la que dice que demuestra ‘prestación personal de servicios’, pero, en ninguna parte se explica cómo obtiene de la prueba esa conclusión.

 

6.    En el folio 26 de la sexta pieza, que corresponde a la página 24 de la sentencia, se examina una prueba que identifica como ‘H-8’, de la que dice demuestra relación de dependencia entre el demandante y las demandadas, sin que en ningún momento se explique cuáles son las menciones de la prueba que le permiten llegar a esa conclusión, y como la ha obtenido.

 

7.    En el folio 27 de la sexta pieza, correspondiente a la página 25 de la sentencia, se examina un anexo marcado como ‘H-16’, de que se dice contiene una orden del Dr. Arturo Obadía para registrar unas marcas comerciales, pero nada se dice para conocer que se ha obtenido de la prueba.

 

8.    En los folios 28 y 29 de la sexta pieza que corresponde a las páginas 26 y 27 de la sentencia, se examina una prueba que se identifica como ‘J-3’, de la que se dice demuestra prestación personal de servicio, sin que se haga mención alguna a como fue obtenida esa conclusión. En el folio 29 antes identificado, se analiza primero una comunicación que se dice está fechada el 10 de marzo de 197 (sic), una constancia expedida por el Registro de la Propiedad Industrial y el anexo ‘J-4’, de las que afirma que prueban prestación de servicios y en el caso del anexo J-4 que el actor era tramitante de unas marcas comerciales, pero sin indicar cómo obtiene la conclusión de la prestación de servicios, y que significa que el actor sea tramitante de una marca comercial.

 

9.    En los folios 30 al 32 de la sexta pieza, correspondiente a las páginas 28 a la 30 de la sentencia, se analizan unas pruebas que se identifican como anexo J-7, anexo J-8, anexo J-11, y una comunicación que dice fechada el 27 de septiembre de 1971, emanada del Registro de Propiedad Industrial, y el anexo J-12, de las que dice que prueban en el caso de los anexos J-7 y J-10 prestación de servicios por el actor, en el caso de J-8 y J-12 que el actor tramitó solicitudes de unas marcas comerciales; y, en el caso de la comunicación fechada 27 de Septiembre de 1971 que el actor recibió información relacionada con la inscripción de marcas comerciales, no explicándose en ningún caso cómo se deduce la prestación de servicios, ni qué se evidencia del hecho de que el actor haya recibido unas informaciones del Registro de la Propiedad Industrial.

 

10.  En el folio 33 de la sexta pieza, correspondiente a la página 31 de la sentencia, se valoran dos oficios emanados del Registro de la Propiedad Industrial de fechas 12 de marzo de 1973 y 7 de junio de 1976, de los que dice el sentenciador que prueban la prestación de servicios para esas fechas del actor pero sin explicar por qué obtiene esa conclusión. En esa misma circunstancia se encuentran el examen de unas pruebas que son examinadas entre los folios 33 al 35 de la sexta pieza que corresponden a las páginas 31 a la 33 de la sentencia, que son anexos que van del J-13 al J-21 ambos inclusive, todos ellos comunicaciones enviadas por el Registro de la Propiedad Industrial o solicitudes de renovación de marcas comerciales de las que el sentenciador manifiesta ser pruebas de la prestación de servicios o, simplemente que fueron recibidas por el actor, sin que pueda comprenderse del texto de la sentencia cómo prueban la prestación de servicios o por qué el haberlas recibido es un hecho relevante del que se pueden deducir conclusiones relevantes para la decisión.

 

11.  En el folio 36 de la sexta pieza, correspondiente a la página 34 de la sentencia, se examinan dos pruebas que se identifican como K-1 y K-2, que consisten en un acta levantada en la Inspectoría del Trabajo y una Constancia expedida por la recepción de unos documentos, de la que dice el sentenciador que prueban la prestación de servicios personales distintos a los marcarios, pero, sin explicar cuál es la trascendencia de esta circunstancia para su decisión, y sin indicar cómo la obtuvo.

 

12.  En el folio 37 de la sexta pieza equivalente a la página 35 de la sentencia se examinan las pruebas marcadas K-4 y K-5, que contienen una consulta laboral realizada al actor y una solicitud de revisión de una tabla de asignaciones y deducciones de nómina, respectivamente, de las que dice el sentenciador que prueban la realización de labores distintas a las marcarias y la prestación de servicios al ‘Grupo Beracasa’, pero sin que medie ninguna explicación de la relevancia de esos hechos para la decisión, ni cómo fueron obtenidos.

 

13.  En el folio 38 de la sexta pieza, correspondiente a la página 36 de la sentencia, se menciona la existencia de una prueba marcada K-10, que es una comunicación del actor en su supuesta condición de apoderado de una de las empresas demandadas, a Seguros La Seguridad, pero, nada se dice para comprender que valor probatorio se le otorga.

 

14.  En el folio 39 de la sexta pieza, que corresponde a la página 37 de la sentencia, se analiza un documento marcado K-15, en el cual el Dr. Obadía ordena al Dr. Sánchez, aclarar una negociación inmobiliaria, de la que dice el sentenciador se prueba la relación de dependencia, pero sin explicar cómo de las menciones de la prueba se llega a esa conclusión.

 

15.  En el folio 40 de la sexta pieza, correspondiente a la página 38 de la sentencia, examina unas pruebas que denomina K-19 y K-20, que son comunicaciones provenientes una de J. M. Benarroch y la otra de un ciudadano llamado Luis Ponce Ledezma, respectivamente, de las que dice el sentenciador concluir que el actor prestaba servicios diferentes a las cuestiones marcarias y relación de dependencia, sin que en ninguna parte el sentenciador aclare cómo obtiene estos elementos de convicción, ni cuál es su relevancia en la decisión.

 

16.  En el folio 42 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a la página 40 de la sentencia se examinan las pruebas que se identifican como K-31, K-32 y K-33, las cuáles consisten en una comunicación enviada al actor por J. M. Benarroch y Cía. y por comunicaciones enviadas por el actor a esa misma empresa, de las que dice deducir, por una parte, relación de dependencia por los ‘términos perentorios’ utilizados en la prueba identificada K-31, sin explicar cuales son las menciones de la prueba para entender cómo pudo obtener esa convicción; y, en los otros, K-32 y K-33, que el actor prestaba servicios distintos a los marcaríos, pero sin explicar cómo lo deduce y cuál la relevancia de ese elemento de convicción.

 

17.  En los folios 43 y 44 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a las páginas 41 y 42 de la sentencia, se analizan unas pruebas identificadas como K-43, K-49 y dos K-51, pues dice el sentenciador que ha sido repetida la denominación, que consisten, el primero, de unas citaciones del Ministerio del Trabajo remitidas al actor por la Lic. Bessi Maldonado, de la que afirma prueban la existencia de una División de Fábrica de Calzados, hecho cuya relevancia no explica, y la prestación de servicios a otras de las empresas demandadas, sin indicar cómo ha obtenido la conclusión; el segundo, una consulta formulada por una persona que identifica como Pablo Bulka Beracasa, del que dice valorarlo como prueba de la dependencia del actor, pero sin explicar por qué; el tercero, el primero de los documentos identificados K-51, que es una comunicación enviada al actor por Casa Bera, S.A., de la que se dice prueba relación de dependencia, pero sin explicar cómo ha obtenido esta convicción; y cuarto, el segundo de los documentos identificado como K-51, que es una comunicación enviada por el actor a la gerencia de control de gestión, no se dice de cual compañía, de la que afirma obtener prueba de prestación de servicios personales, pero, como caracteriza a todo el examen probatorio, sin indicar cómo lo obtiene.

 

18. En el folio 45 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a la página 43 de la sentencia, se examina un documento marcado ‘K-55’ que es una comunicación dirigida por el Ing. Pablo Bulka, entre otras personas al actor, que hace referencia a su participación ante la Junta Ejecutiva exponiendo los lineamientos de la nueva Ley Laboral, de la que se dice es prueba de la existencia de la Junta Ejecutiva, sin que se explique cual es la relevancia de este hecho se examina un documento identificado K-57 que consiste en una consulta formulada al actor sobre el Reglamento de la Ley del Trabajo, de la que el sentenciador dice obtener prueba de la dependencia jurídica del actor, y de que no era empleado de dirección, pero, sin explicar cómo obtiene esa convicción el sentenciador. Más adelante, en el folio 46 de la sexta pieza, que corresponde a la página 44 de la sentencia, se examina una prueba que se identifica como K-62, que es una comunicación enviada por el Sr. Oscar Rizo al demandante, solicitando opinión sobre el artículo 8 del Decreto sobre Aumento de Sueldos y Salarios, que según afirma el sentenciador, prueba prestación de servicios con una de las demandadas y que el actor no era empleado de dirección. Nuevamente, sin que medie explicación de cómo el sentenciador ha obtenido esa conclusión.

 

19.  En los folios 47 y 48 de sexta pieza del expediente, que corresponden a las páginas 45 y 46 de la sentencia, se examinan documentos marcados K-63, K-65, K-66 y K-67, todos los cuales corresponden a solicitudes de asesoramiento realizadas al demandante por la empresa J. M. Benarroch Y Cía., e Intasis, C.A., de los cuales el sentenciador dice son prueba de la existencia de una subordinación jurídica, pero nada dice para explicar cómo de las menciones de esas pruebas obtiene las conclusiones que expone.

 

20. En los folios 49 a 64 de la sexta pieza del expediente, que corresponden a las páginas 47 a la 62 de la sentencia, son examinadas pruebas documentales que se identifican como K-71, K-72, K-76, K-78, K-85, K-88, K-89, K-91, K-93, L-2, L-11, L-12, L-15, L-16, L-17, L-20, N, N-1, N-2, N-8, N-10, N-14 y N-16, constituidas por diversas comunicaciones enviadas por las empresas demandadas, y por el actor a las empresas demandadas, con asuntos que van desde la solicitud de consulta sobre aspectos laborales, a la solicitud de información sobre actividades profesionales encomendadas al actor, así como la remisión de actuaciones del demandante a las empresas demandadas, que son examinadas por el sentenciador de la misma manera en la que fueron examinadas las pruebas que antes se han descrito en los diez y nueve numerales que anteceden, en la que de igual manera se concluye que existe prueba de la subordinación y de la prestación de servicio y dependencia jurídica, de la existencia de lo que se denomina Grupo Beracasa, PERO, sin que en ninguno de estos análisis se de cuenta de cuáles son las menciones de las pruebas analizadas, ni se explica cómo son obtenidas las conclusiones del sentenciador o establecidos los hechos.

 

De toda la explicación que precede, en la que se han indicado donde se encuentra el examen del sentenciador de cada una de las pruebas, así como de las partes de la sentencia a las que se ha hecho referencia, se podrá constatar que es imposible conocer el criterio que el sentenciador ha seguido para dictar su decisión. Peor aún, cuando el sentenciador en los folios 88 al 112 de la sexta pieza del expediente, correspondientes a las páginas 86 a 110 de la sentencia, que contienen el examen de la cuestión de fondo, cada vez que se hace mención a las pruebas que según el sentenciador demuestran la existencia de cada uno de los elementos de la relación laboral, se hace referencia al examen de la cuestión probatoria sin que se agregue ningún otro elemento a ese análisis que permita comprender cómo han sido establecidos en las pruebas los hechos que considera relevantes el sentenciador para decidir el expediente. Más aún, cuando examina cada uno de los elementos que conforman la relación laboral, refiere al examen de la cuestión probatoria cómo se encuentran probados cada uno de sus elementos, ofreciendo un recuento de las pruebas de las que dice probada sus afirmaciones, pero al examinar la cuestión probatoria, como ha sido indicado, nunca explica de donde obtiene en cada caso las conclusiones que expresa. Se trata de un examen general, impreciso, en el que se incurren en el vicio de silencio de prueba cuando sólo se menciona a la prueba pero no se dice que se obtiene de ella (numerales 4, 7 y 13 que anteceden) o cuando no indica cuál es la mención de la prueba que examina que le ha servido para llegar a una conclusión o establecido un determinado hecho; en el que se incurre en la hipótesis de motivos generales y vagos como ocurre en el resto de los numerales que anteceden, en los que se evidencia que el sentenciador no explica cómo ha obtenido los hechos, por qué se pueden obtener las conclusiones que señala, ni la importancia en algún caso de un hecho que dice establecer. Peor aún, no existe una concatenación lógica entre las diferentes pruebas presentes en autos de modo que sea posible apreciar los indicios que el sentenciador ha tenido en cuenta, al vincular todas las pruebas presentes en autos.

 

Todo lo anterior configura dos de las hipótesis que la Sala de Casación Civil ha indicado como presupuesto del vicio de inmotivación, esto es, el denominado vicio de silencio de prueba, cuando a pesar de que la prueba es mencionada no es analizada. Y, la hipótesis de inmotivación por ser los motivos tan vagos o generales que impiden conocer el criterio que el sentenciador ha tenido para dictar su decisión. En consecuencia, como podrá advertir la Sala, la sentencia hace imposible ejercer el derecho de fiscalización que tiene la parte contra la sentencia, pues de la forma en que ha sido realizada la motivación es imposible establecer los fundamentos de la misma.

 

Por las razones expuestas, solicito se declare la nulidad de la sentencia por haber infringido el requisito intrínseco  de la motivación del fallo, contenido en el numeral 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, y la obligación de examinar todas cuantas pruebas se encuentren en autos prevista en el artículo 509 del mismo Código”.

 

 

 

 


Para decidir se observa:

 


Denuncia el formalizante la infracción por parte de la recurrida de los artículos 243 ordinal 4º y 509 del Código de Procedimiento Civil por estar incursa en el vicio de inmotivación por silencio de pruebas.

 


Ahora bien, de la lectura de la transcripción que precede se observa que las probanzas que según el formalizante fueron silenciadas por la recurrida, sí fueron analizadas por el Juez de alzada, puesto que tal apreciación es referida por el propio recurrente cuando enumera las citadas pruebas, siendo que lo verdaderamente atacado por éste es el establecimiento y apreciación de los hechos que realiza el juez a través de los citados medios probatorios.

 


De manera que al haberse pronunciado el juzgador superior, en todos los casos, respecto a las pruebas señaladas por el formalizante no incurrió en el vicio de silencio de pruebas, el cual como así lo ha establecido la Sala de Casación  Civil, se produce cuando:

 

“De acuerdo con la doctrina pacífica de la Sala –que hoy se reitera- el vicio de inmotivación por silencio de pruebas se produce cuando el juez, contrariando lo dispuesto por el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil:  a) omite en forma absoluta toda consideración sobre un elemento probatorio, es decir, cuando silencia la prueba en su totalidad;  y, b) no obstante dejar constancia en el fallo de la promoción y evacuación de las mismas, prescinde de su análisis, contraviniendo la doctrina, de que el examen se impone así la prueba sea inocua, ilegal o impertinente, pues justamente a esa calificación no puede llegar el juez si previamente no emite su juicio de valoración.”  (Sentencia de la Sala de Casación Civil del 16 de junio de 1999, caso: Cartón de Venezuela S.A., contra Electrospace, C.A.).

 

 


El criterio anterior es acogido por esta Sala de Casación Social y, siendo que en la recurrida no se presenta ninguna de las modalidades de silencio de prueba que fueron enunciadas en el fallo antes transcrito, se debe declarar la improcedencia de la presente delación y así se decide.

 

- II -

 


Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por la recurrida de los artículos 12 y 243 ordinal 5º eiusdem, por  estar incursa en el vicio de incongruencia del fallo.

 


Aduce el formalizante:

 

“Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncio la infracción por la recurrida del artículo 12 y 243 ordinal 5º del mismo Código, por haber infringido el sentenciador de alzada el requisito intrínseco de la congruencia cuando tergiversó los dichos del libelo de la demanda, haciendo incongruente el fallo recurrido.

 

La doctrina de la corte ha explicado, que la tergiversación por parte del sentenciador de lo expresado por las partes en la demanda y la contestación, no constituyen una hipótesis de suposición falsa por no ser dichas actas parte integrante del material probatorio.

 

Precisamente, el sentenciador tergiversa la demanda de la siguiente forma:

 

El libelo de la demanda, que corre en los folios  10 a 20 de la primera pieza del expediente, concretamente en el folio 13 que corresponde a la página 4 de libelo dice lo siguiente:

 

‘...Además se me asignó para mi uso, el local Nº 103 ubicado en el mismo Edificio que para esa época servía de sede en todas esas Compañías, denominado ‘CASA BERA’, ubicado en la Esquina Urapal de la Avenida Urdaneta, distinguido con el Nº 119, con respecto al cual, en 1963, después de cinco años de venirlo ocupando, se pretendió constituírmelo en ‘Arrendamiento’, asignándole un valor arrendaticio de Bs., 450,00 mensuales, que nunca me llegaron a ser cobrados y por tanto, este valor, en consecuencia, pasó a formar parte del salario, el cual debe ser progresivamente ajustado al respectivo incremento de los cánones de arrendamiento de inmuebles, conforme a los índices al respecto del Banco Central de Venezuela, hasta el 17 de abril de 1987, en lo que lo desocupé’.

 

Este alegato es examinado en la sentencia recurrida en los folios 92 y 93 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a las páginas 90 y 91 de la sentencia, de la siguiente forma:

 

‘No obstante, cabe considerar la afirmación del demandante, cuando en la página 4 de su libelo (folio 13 de la pieza 1 del expediente), dice que se le asignó para su uso el local número 103 del edificio ‘Casa Bera’, sede de las compañías del grupo, ubicado en la esquina de Urapal, Avenida Urdaneta.

 

Todas las codemandadas negaron enfáticamente que se hubiese hecho tal asignación de oficina, que en ese edificio estuviese la sede de esas compañías y que haya pretendido constituirlo en arrendamiento después de concedido’.

 

 

Es necesario concluir de las transcripciones anteriores, que el alegato que consiste en la existencia de un contrato de arrendamiento por un local de oficinas, que por no ser cobrado nunca, generó a favor del actor, según expresa, un beneficio económico, sólo es considerado como si se tratase de una cuestión acerca de su uso como el sitio donde prestaba su servicios como empleado, a pesar del reconocimiento que hace de la existencia de un arrendamiento, del que pretende convertir en parte de su salario. Basta para constatar lo afirmado, la conclusión que obtiene el sentenciador, contenida en el folio 94 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a la página 92 de la sentencia, donde sin mediar consideración acerca de lo verdaderamente expresado en el fallo, donde se reconoce la existencia de un contrato de arrendamiento se declara:

 

‘...Con la declaración de la testigo Nancy Bracho y con la documentación analizada, ha quedado suficientemente probado, a juicio del Tribunal, que para las respectivas fechas de esas comunicaciones el demandante Dr. Juan Alberto Sánchez, tenía como sede de su trabajo, el mismo Edificio sede de la compañía J. M. Benarroch & Cía Sucs., hoy Benarroch y Casa Bera. Así se decide...’.

 

En todo lo anterior se evidencia que ha sido tergiversado el contenido del libelo de la demanda, de manera que un alegato que debía ser examinado como relativo a un contrato de arrendamiento, ha sido analizado sólo con respecto al uso de un local en donde se presumen prestados los servicios laborales, ignorando toda consideración acerca del contrato de arrendamiento, cuya existencia es invocada por el demandante para derivar de él, un presunto beneficio económico laboral.

 

Por las razones expuestas, solicito se declare la nulidad de la sentencia por haber silenciado un argumento indispensable para la solución de la controversia, cuando tergiversó el contenido del libelo de la demanda. Lo que configura un presupuesto de violación del requisito intrínseco de la motivación de la sentencia, previsto en el ordinal 5º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil y de la obligación de atenerse a lo alegado y probado en autos establecido en el artículo 12 del mismo código”.

 

 

 


Para decidir se observa:

 


Denuncia el formalizante que la recurrida incurrió en el vicio de incongruencia negativa, por haber omitido pronunciamiento en relación con el contrato de arrendamiento, cuya existencia es invocada por la parte actora, a fin de derivar de él un presunto beneficio económico laboral.

 


Respecto a la presente delación de incongruencia del fallo, cabe reiterar el criterio sentado por la Sala de Casación Civil de este Máximo Tribunal en sentencia de fecha 13 de agosto de 1992, en la cual se expresó:

 

“De acuerdo a reiterada doctrina, la omisión de pronunciamiento en la sentencia sólo puede ser denunciada en casación por la parte que resulte afectada por tal defecto, pues la parte contraria carece de legitimidad para denunciar un vicio que sólo podría favorecerlo”.

 


En aplicación de la doctrina previamente transcrita, esta Sala debe desechar la presente delación por cuanto carece de legitimación la parte demandada, aquí formalizante,  para denunciar la omisión de pronunciamiento por parte del juzgador respecto de alegatos de la parte contraria en el proceso y, así se decide.

 

RECURSO POR INFRACCION DE LEY

ÚNICA DENUNCIA

 


Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por la recurrida del artículo 155 eiusdem por falta de aplicación y, de los artículos 65 y 67 de la Ley Orgánica del Trabajo por falsa aplicación.

 


Aduce el formalizante:

 

“Con base en el ordinal segundo del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncio la infracción por la recurrida, por falta de aplicación, del artículo 155  del mismo Código; y, por falsa aplicación, de los artículos 65 y 67 de la Ley Orgánica del Trabajo; por las razones que se expresan a continuación:

 

Según el artículo 67 de la Ley Orgánica del Trabajo, el contrato de trabajo ‘es aquel mediante el cual una persona se obliga a prestar servicios a otra bajo su dependencia y mediante una remuneración’. De esta norma se pueden obtener los tres elementos que tipifican el contrato de trabajo: en primer lugar la prestación del servicio; en segundo lugar la situación de dependencia en que presta el servicio; y, en tercer lugar el pago de una remuneración.

 

En consecuencia para presumir la existencia de una relación laboral deben de encontrarse presentes cada uno de los elementos del contrato. De modo que si faltare uno de estos no es posible presumir la existencia de la relación laboral.

 

1.    El aspecto relacionado con la remuneración, supone pagos realizados como contraprestación al servicio prestado. Estos pagos debe ser suficientes para permitir el sustento del trabajador y su familia (argumento del artículo 138 de la Ley Orgánica del Trabajo) y presupone, una regularidad en la contraprestación debida por el contrato de trabajo. Es decir, a la labor continua que presta el trabajador, corresponde unos pagos regularmente realizados. De no ser así, tiene que tratarse de relaciones laborales particulares (trabajadores a destajo o por pieza, por faena, etc.), o de otro tipo de relación que por ser la prestación de servicios por parte de profesionales liberales, como abogados, médicos, arquitectos u otras profesiones, pueden generar honorarios cuyo monto y periodicidad de pago variará en el tiempo.

 

2.    Cuando se examina el aspecto de la prestación de servicios, se constata que existe un deber de permanencia física del trabajador a disposición del patrono, que es lo que le da a la relación laboral su característica particular frente a otros contratos onerosos, civiles o mercantiles, que implican también una obligación de prestación de servicios, por tres motivos: la presencia física en el contrato laboral es obligatoria y entraña una restricción a su libertad personal; porque el patrono posee un poder sobre los movimientos y tiempo del trabajador; y, porque en la relación laboral son exigibles las reglas establecidas para la protección de la persona en la Ley Orgánica del Trabajo.

 

3.    Por último la subordinación o dependencia del trabajador que es un requisito esencial del contrato de trabajo, supone el sometimiento del trabajador a las ordenes, instrucciones y reglas del patrono. Precisamente esto último puede ser confundido con los estados de dependencia del deudor con respecto a su acreedor, por la obligación del primero de cumplir la prestación acordada. Si limitamos la noción de subordinación a la sujeción de ordenes e instrucciones de quien recibe el servicio, sin percatarse de que, por ejemplo un abogado recibe instrucciones de su cliente para la realización de los trabajos jurídicos encomendados, puede confundir esto último con la subordinación propia de los contratos laborales. Para comprender la diferencia debe entenderse siempre que las instrucciones, ordenes y reglamentaciones exigidas por el patrono, con el fin de prestarle el servicio en las condiciones fijadas por el contrato o por la ley. En tanto, que la subordinación que nace de la existencia de otras relaciones jurídicas, están directamente vinculadas a la existencia de una obligación que es la causa de la subordinación.

 

El artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, cuya aplicación a un caso concreto debe tener presente los elementos que configuran el contrato de trabajo, previstos en el comentado artículo 67, contiene, en su encabezamiento, la denominada presunción de la existencia de la relación laboral, que consiste en presumir, salvo prueba en contrario, la relación laboral entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

 

Esta presunción, que no ha sido definida por el legislador, apunta a desarrollar una protección amplia al trabajador, en el sentido de reconocer consecuencias jurídicas al solo hecho de la prestación de servicio personal mediante la incorporación de una presunción juris tantum. Pero debe advertirse, que la finalidad va destinada a proteger al trabajador de la utilización de formas jurídicas que disimulen la existencia de una relación laboral, cuando se puede constatar que la prestación de servicio envuelve permanencia física a disposición del patrono. Por esa razón, la norma excluye la presunción cuando se encuentran elementos que corroboran la existencia de un contrato distinto de prestación de servicios.

 

Una consecuencia se obtiene de lo expresado con anterioridad: debe estar demostrado la prestación de servicios de carácter personal, para que la clasificación de la relación jurídica existente entre quien lo presta y quien lo recibe, pueda ser reputada laboral.

 

En el artículo 155 del Código de Procedimiento Civil, se pide que el poder para actuar en juicio debe expresar, explícitamente, cuando el representante se le concede facultad para desistir, transigir, comprometer en árbitros, solicitar la decisión según la equidad, hacer posturas en remate, recibir cantidades de dinero y disponer del derecho en litigio. Que no es otra cosa, sino la necesidad de garantizar que no exista duda acerca de la posibilidad por parte del representante en juicio, de tomar decisiones en las que se encuentra comprometidos los derechos que se discuten en el proceso. De modo, que con el propósito de proteger al representado, se exige que su voluntad de dar a su representante facultades para disponer sobre los derechos en discusión, conste en forma expresa. Pero, tal circunstancia no hace presumir subordinación entre el representado y el representante, sino límites a su representación, por haber querido el titular de los derechos discutidos, reservarse la decisión en ciertos aspectos.

 

En la sentencia recurrida que corre en los folios 3 a 117 de la sexta pieza del expediente, concretamente en los folios 88 a 108, que corresponde a las páginas 86 a 106 de la sentencia, de forma inmotivada, como ha sido explicado en la primera denuncia de forma, se concluye en la existencia de una relación laboral, pero los hechos subsumidos en las normas, cuya existencia declara sin explicar de donde han sido obtenidos, como ha sido denunciado en esta formalización, no se corresponden con los que son necesarios para aplicar los artículos 65 y 67 de la Ley Orgánica del Trabajo, es decir, no hay coincidencia entre los hechos establecidos por el sentenciador y los previstos en las mencionadas normas, por las razones que a continuación se expresan:

 

En efecto, declara la existencia de la prestación de servicios, como se puede ver en los folios 89 al 92 de la sexta pieza del expediente, con fundamento en las comunicaciones de actividad enviadas al actor en las que se solicitan la realización de actividades profesionales y en su criterio de que la relación con una sociedad civil creada por el actor tuvo con las demandadas una menos relación de servicios.

 

Ahora bien, como se ha indicado antes, la prestación de servicios en la doctrina y jurisprudencia nacionales, comporta y entraña una restricción de su libertad personal, por ser la presencia física en el contrato laboral obligatorio, de tal modo que comporta un poder del patrono sobre los movimientos y tiempo del trabajador. Pero, en la sentencia sólo se dice que existía la prestación de servicios por existir prueba de trabajos jurídicos encomendados al actor, pero no se menciona prueba de la existencia de otros elementos, como un horario de trabajo o elementos que determinen una dedicación exclusiva. Por el contrario, como se puede ver en el folio 90 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a la página 88 de la sentencia se declara que:

 

‘...A este respecto, el Tribunal observa, que la sociedad civil ‘Escritorio Sánchez y Quintero’, fue fundada por el actor y sus referidos esposa e hijo, en fecha 30 de junio de 1987, lo que está probado en el expediente con la promoción que el Dr. Sánchez hizo en el escrito de informes ante esta Alzada’.

 

Luego, si existía como dice una prestación de servicios, el hecho de la constitución de una sociedad civil descarta la existencia de una restricción de su libertad personal, por poseer el patrono poder sobre sus movimientos.

 

Mas aún, en el capítulo en el que dedica a examinar la subordinación se hace esta afirmación:

 

‘...No obstante, cabe considerar la afirmación del demandante, cuando en la página 4 de su libelo (folio 13 de la pieza 1 del expediente), dice que se le asignó para su uso el local número 103 del Edificio ‘Casa Bera’, Sede de las Compañías del Grupo, ubicado en la Esquina de Urapal, Avenida Urdaneta...’.

 

Que no es otra cosa, sino un argumento del actor, de cuya tergiversación se ha hecho denuncia, que admite la existencia de un contrato de arrendamiento. Luego, si existe la prestación de servicios, cómo puede explicarse que el local en el que se afirma se realizó ésta sea arrendado. Precisamente, esta contradicción se evidencia de un párrafo de la sentencia que tiene una de sus conclusiones acerca de la existencia de la subordinación que caracteriza el contrato de trabajo, que se encuentra en el folio 94 de la sexta pieza del expediente en la que se expresa:

 

‘...Con la declaración de la testigo Nancy Bracho y con la documentación analizada, ha quedado suficientemente probado, a juicio del Tribunal, que para las respectivas fechas de esas comunicaciones el demandante Dr. Juan Alberto Sánchez, tenía como sede de su trabajo, el mismo Edificio sede de la compañía J. M. Benarroch & Cia Sucs., hoy Benarroch y Casa Bera. Así se decide...’.

 

Por otra parte, en la sentencia se dice que es prueba de la subordinación un poder otorgado al demandante, como se puede observar en los folios 97 y 98 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a las páginas 95 y 96 de la sentencia: (Omissis).

 

Como es posible que de una limitación al poder otorgado, cuyo fundamento es el artículo 155 del Código de Procedimiento Civil, pueda deducirse otra cosa sino una relación profesional cuya materialización es, precisamente, el pago de honorarios profesionales como es reconocido por el actor. No es posible obtener la subordinación de ese hecho pues, no pueden ser confundidas las instrucciones que se dan a un abogado, como se expresa en la sentencia en los folios 92 a 98 de la sexta pieza del expediente, que corresponde a las páginas 90 a 96 de la sentencia, como expresión de la subordinación de una persona por la existencia de una relación laboral. Todas las instrucciones recibidas por el demandante son expresión de su relación profesional con las demandadas, en la que el cliente tiene el derecho de señalar cuáles son trabajos encomendados y, por supuesto, de requerir información por el resultado, inclusive solicitando la presencia física de profesional en sus oficinas. En la relación laboral, en la que subordinación tiene entre sus efectos órdenes e instrucciones impartidas al trabajador, el patrono marca el orden y estrategia de las labores, sugiriendo u ordenando, además, la forma en que han de ser ejecutadas, pues la subordinación no se expresa en la posibilidad de dar órdenes, sino la obligación del trabajador de trabajar por cuenta ajena. Que no es lo ocurrido en el presente caso, donde evidentemente, el abogado tenía plena libertad de contratar con terceras personas, tanto que pudo formar una sociedad civil, que no ha sido probada la existencia de un horario de trabajo y que el local que sirve de fundamento a la afirmación de su presencia física en la empresa, era en realidad, como el actor afirma, un arrendamiento o un comodato, sino nos atenemos que le fue dado en uso por las demandadas, como afirma el mismo y sostiene el sentenciador (en ninguna parte del libelo, ni de la sentencia, se declara que en ese local funcionaba, por ejemplo, la consultoría jurídica del grupo Beracasa, cuáles eran, por ejemplo, otros empleados con funciones en esa dependencia o cualquier otro elemento de convicción que permita obtener esa conclusión). En conclusión, no hay coincidencia entre los hechos examinados por el sentenciador y el contenido de los artículos 65 y 67 de la Ley Orgánica del Trabajo pues, en primer lugar, no puede presumirse la prestación de servicios, ya que se trata de una relación profesional; y en segundo lugar, no existe subordinación en los términos de toda relación laboral, por que no se trata de labores realizadas por cuenta ajena.

 

Son determinantes en el dispositivo de la sentencia las infracciones denunciadas pues, con fundamento en la falsa aplicación de las normas violadas por falsa aplicación, declara la existencia de una relación laboral, cuando los hechos establecidos por el sentenciador son diferentes a los previstos en las mencionadas normas. Aun más, de haber tenido en cuenta el artículo 155 del Código de Procedimiento Civil, habría concluido que las limitaciones al poder otorgado al demandante eran expresión de la facultad de limitación de quien lo concede y no manifestación de la subordinación propia de la relación laboral.

 

Son aplicables al caso concreto, los artículos 65 y 67 de la Ley Orgánica del Trabajo, pero para constatar que no se han dado sus presupuestos en el caso concreto. El artículo 1630 del Código Civil, donde el sentenciador habría constatado que se encuentran presentes en el caso concreto los elementos que configuran el contrato de obra, pues hay en el expediente evidencia de las labores profesionales que presta un abogado: trabajos jurídicos por cuenta de un tercero, en los cuales el elemento de instrucciones manifestando las labores requeridas o requiriendo  por su resultado se encuentran siempre presente. Por último, es también aplicable el artículo 155 del Código de Procedimiento Civil, por ser la norma que explica las limitaciones expresadas en un poder otorgado al actor”. (Cursivas del formalizante).

 


Para decidir se observa:

 


Alega el formalizante la infracción de los artículos 155 del Código de Procedimiento Civil por falta de aplicación, así como de los artículos 65 y 67 de la Ley Orgánica del Trabajo por falsa aplicación, en razón a que no puede presumirse la prestación de servicios, ya que se trata, en el presente caso, de una relación profesional, no existiendo subordinación, porque no se trata de labores realizadas por cuenta ajena.

 


Ahora bien, como lo alega el impugnante, el artículo 155 del Código de Procedimiento Civil, no pudo ser infringido por la recurrida, puesto que tal precepto legal únicamente indica las formalidades esenciales que se deben cumplir en el otorgamiento de poderes en nombre de otra persona, ya sea natural o jurídica, punto éste que no fue controvertido en el juicio,  por lo que se desecha tal alegato de violación por falta de aplicación, y así se decide.

 


Ahora bien, el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo establece:

 

“Se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

 

Se exceptuarán aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos a los de la relación laboral”.

 

 

 


Consagra el citado precepto una presunción legal (Iuris Tantum) que permite,  salvo en el caso excepcional en ella contemplado, con sólo considerar demostrada la prestación de servicio personal el establecimiento de un hecho desconocido que es la existencia de una relación laboral.

 


De manera que, una vez demostrado el hecho contemplado en el supuesto de la norma, es decir la prestación de un servicio personal a un sujeto distinto a los exceptuados en ella, se debe aplicar la consecuencia jurídica allí establecida, que es la consideración de existencia de una relación de trabajo con todas sus características; no obstante, el hecho presumido admite prueba en contrario, por lo que el pretendido patrono puede, en cada caso, alegar y demostrar hechos que permitan desvirtuarlo.

 


En el caso examinado el Juez de Alzada aplicó la presunción legal contenida en el citado artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, luego de dar por demostrada la prestación personal de servicios, como consecuencia del análisis de las probanzas pertinentes, como se evidencia de la transcripción de la recurrida que de seguidas se realiza:

 

“En principio se presume la existencia de una Relación de Trabajo entre quien presta un servicio personal y quien lo recibe, conforme a lo indicado en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Por consiguiente, para que exista la Relación de Trabajo a que se contrae dicha disposición legal, deben estar presentes los siguientes extremos:

 

a)    Prestación de servicios

 

b)   Existencia de DOS sujetos: 1) Quien presta los servicios y 2) quien los recibe.

 

c)    Que la prestación del servicios sea personal.

 

Esta presunción de la Relación de Trabajo, queda complementada con la contenida en el artículo 66 de la misma Ley cuando establece que la prestación de servicio en la Relación Laboral será remunerada.

 

a)    Todas las partes están de acuerdo en que hubo  prestación de servicios.

 

b)   Todas las partes están de acuerdo en que esa prestación de servicios fue hecha a las codemandadas.

 

c)    Las codemandadas alegan que esa prestación de servicios no fue personal sino por el ‘Escritorio Sánchez y Quintero’, integrado por el propio Dr. Juan Alberto Sánchez, su esposa Carmen Quintero de Sánchez y su hijo Juan Alberto Sánchez Quintero.

 

El artículo 67, eiusdem, define el Contrato de Trabajo, en la siguiente forma: ...

 

Definición ésta que contiene los tres elementos clásicos del Contrato de Trabajo: a) Prestación del servicio personal; b) dependencia y c) salario.

 

PRESTACIÓN PERSONAL DE SERVICIOS

 

Las codemandadas Benrroch y Casa Bera, C.A., REX y Federal Docount, C.A., alegan que el actor nunca prestó servicios personales a las demandadas, puesto que la relación fue civil y con el Escritorio Sánchez y Quintero Sociedad Civil fundada por el Dr. Sánchez, su esposa Carmen Quintero de Sánchez y su hijo Juan Alberto Sánchez Quintero.

 

A este respecto el Tribunal observa, que la Sociedad Civil 'Escritorio Sánchez y Quintero’, fue fundado por el actor y sus referidos esposa e hijo, en fecha 30 de junio de 1987, lo que está probado en el expediente con la promoción que el Dr. Sánchez hizo en el escrito de informes ante acta (sic) alzada.

 

Se observa también que hasta esta fecha, 30 de junio de 1987, la totalidad de la documentación constituida por comunicaciones cruzadas, entre sí, o sea entre las demandadas y el actor, se caracteriza porque todas están a nombre personal del Dr. Sánchez, tanto las que las demandadas le dirigen al Dr. Sánchez, como las que este dirigía a ellas.

 

Tales son las marcadas ‘A’, H, H1, H4, H6, H9, H10, H11, H13, H15, H16, J8, la que forma el folio 202, 213 y 215; el 215, el J13, K1, K15, K19, K20, K23, K31, K32, K44, K66, K71, (repetido el número) que forma el folio 176 y ‘L’; todos ya analizados y evaluados en el cuerpo de esta sentencia. Las comunicaciones enviadas o recibida por el actor a nombre del Escritorio Sánchez y Quintero, son las siguientes; La marcada ‘B’ de fecha 05-05-94. La marcada ‘C’ de fecha también de 05-05-94, ambas firmadas por el Dr. Sánchez a nombre del expresado Escritorio, consignadas por Federal Discount, C.A., la marcada ‘A’ de fecha 22-08-94, que está escrita con membrete de ese escritorio pero firmado en forma personal, la marcada ‘B’ de fecha 2-04-94 a nombre del Escritorio. La marcada ‘C’ de fecha 01 de diciembre de 1992 es un memorándum dirigido personalmente por el actor al Dr. Enrique Beracasa.

 

Dentro de la promoción de la parte actora este Tribunal observa que fueron enviadas y recibidas por el Escritorio Sánchez y Quintero, los que forma el folio 158 del cuaderno de pruebas de las actora, de fecha 6-06-90; las marcadas N-2, N-32 y N-38, que forman los folios 287, 294, 336, 345 y 348 del mismo cuaderno.

 

Dentro de la misma promoción, el Tribunal encuentra comunicaciones firmadas personalmente por el actor, pero con membrete del Escritorio Sánchez y Quintero, las siguientes. Las marcadas F3 de 7-11-88; F-11, del 17-06-93, F-13 del 22-11-94; L-7 de 31-05-90, folio 219 y N-40 de 1-02-92 folio 351.

 

Con fecha posterior al año 1987 y dentro de este año, se encuentran a nombre personal del Dr. Juan Alberto Sánchez las siguientes comunicaciones. Las marcadas F-9 de 19-11-92; F-12 de 11-07-99, k-4 de 19-10-90; K-5 de 20-08-90, folio 103; k-49 de 1-11-89 folio 116; K-51 de 24-05-90, folio 126; K-57, de 4-9-90 folio 133; K-62 de 15-01-86, folio 141; K-63 de 15-3-91, folio 146, K-65 de 25-5-90; folio 153; K-74 de 18-1-89, folio 179; K-76 de 20-10-93, folio 181; K-78 de 3-3-99, folio 183; K-85 de 27-1-87 folio 190; K-86 de 5-6-87, folio 194; K-88 de 27-7-87, folio 196; K-91 de 9-3-87; K-93 de 11-5-87, folio 205; K-93 de 11-05-87 folio 205; L-2 de 29-05-90, folio 220; L-11 de 14-05-90 folio 231; L-12 de 27-10-92, folio 244; L-14 de 29-11-92 folio 245; L-15 de 15-12-92, folio 250, L-16 de 15-11-92 folio 251; L-17 de 15-12-92 folio 258; L-20 de 20-1-92 folio 268; M de 22-04-92 folio 271, N de 4-3-90; N-1 de 7-3-90 folio 301; N-14 de 10-3-90 folio 304; N-16 de 12-9-89 folio 306; N-3 de 22-4-93 folio 335; N-37 de 14-8-91 folio 347.

 

Observa el Tribunal que durante el año 1987 (año en que fue fundado el Escritorio Sánchez y Quintero) existen comunicaciones dirigidas al Dr. Juan Alberto Sánchez, con el aditamento de la palabra (padre) puesta entre paréntesis; las cuales son: La marcada K-86 de fecha 27-01-87 y la marcada K-91 de fecha 9-03-97, que forman los folios 190 y 200 del cuaderno de recaudos de la actora.

 

La carta convenio promovida por Benerroch (sic) y Casa Bera, C.A., junto con la contestación de la demanda, solo prueba que en fecha 12 de enero de 1987, Benarroch y Casa Bera, C.A., y Confemes, C.A., firmaron un documento mediante el cual ésta última se compromete con la primera a realizar varias gestiones relacionadas con las marcas de esa compañía, pero no hay constancia en el proceso de que efectivamente haya realizado operación alguna al respecto, ni por sí, ni por intermedio del Escritorio Sánchez y Quintero, ni por el Dr. Juan Alberto Sánchez, ni por ninguna otra persona. Así se declara.

 

Del examen pormenorizado de todas estas probanzas queda probado en criterio de este Tribunal, que la prestación de servicios del actor a las demandadas fue personal, y que éstas también llevaron relación aunque de menor intensidad, con la Sociedad Civil ‘Escritorio Sánchez y Quintero’. Así se decide”.

 

 

 


Del pasaje de la recurrida precedentemente citado se evidencia que el juzgador de alzada realizó un análisis probatorio para determinar si existió o no la prestación personal de servicios a que alude el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, hecho éste que quedó demostrado por lo que aplicó la consecuencia jurídica, a saber, la presunción del carácter laboral de la relación bajo estudio.  Trasladándose por tanto la carga de la prueba a la parte demandada.

 


Ahora bien las co-demandadas alegaron que el actor disponía de una absoluta autonomía en el ejercicio de su actividad profesional por lo que no existió, a su decir, subordinación por su parte, elemento éste cuya ausencia en la relación analizada resulta capaz de desvirtuar la presunción de la naturaleza laboral de la misma.

 


Respecto a tal alegato, se observa que la recurrida realizó un análisis probatorio cuyo resultado condujo al sentenciador superior a declarar que existió dependencia jurídica por parte del actor de las empresas co-demandadas, desechando el único alegato de la parte demandada capaz de desvirtuar la presunción del carácter laboral de la relación bajo estudio, por ser éste uno de los elementos característicos del contrato de trabajo establecidos en el artículo 67 de la Ley Orgánica del Trabajo.  A continuación se transcribe la parte pertinente de la sentencia impugnada:

 

“Es de doctrina y jurisprudencia constante, que la SUBORDINACIÓN JURÍDICA, está relacionada con la naturaleza y modalidades de cada contrato de trabajo, pues, no es un concepto rígido, no es una norma fija, sino que es susceptible de numerosas modalidades, grados y características conforme a la naturaleza del servicio, pues la subordinación, mas que un elemento objetivo del contrato de trabajo, es un elemento subjetivo, pues entraña la posibilidad de que la voluntad del patrono pueda transmitirle órdenes o instrucciones, cualquiera sea el sitio y la distancia en que el patrono y el trabajador se encuentren.

 

No obstante, cabe considerar la afirmación del Demandante, cuando en la página 4 de su libelo (Folio 13 de la Pieza 1 del Expediente), dice que se le asignó para su uso el Local Número 103 del Edificio ‘Casa Bera’, Sede de las Compañías del Grupo, ubicado en la Esquina de Urapal, Avenida Urdaneta.

 

Todas las codemandadas negaron enfáticamente que se hubiese hecho tal asignación de oficina, que en ese Edificio estuviese la sede de las compañías y que haya pretendido constituirlo en arrendamiento después de concedido.

 

Para probar que prestó servicios desde la sede de las demandadas, mediante su escrito de promoción de pruebas en Primera Instancia, el actor promovió la testigo Nancy Bracho, cuyo testimonio ya fue analizado y valorado en el cuerpo de esta sentencia. Esta testigo al contestar la pregunta primera, si el actor tenía su oficina en el Edificio Casa Bera, oficina 103 en la Avenida Urdaneta, Esquina de Urapal, desde mediados de 1959, contesto que iba a esa oficina a buscar a su padre el señor Ramón Bracho quien trabajaba como secretario. Repreguntada por las demandadas a la pregunta 2º en que fecha trabajó su padre para el Dr. Sánchez, dijo que ella iba a esa oficina en 1959.

 

La promoción documental es la siguiente: (omissis).

 

Con la declaración de la testigo Nancy Bracho y con la Documentación analizada, ha quedado suficientemente probado, a juicio del Tribunal, que  para las respectivas fechas de esas comunicaciones, el demandante Dr. Juan Alberto Sánchez, tenía como sede de su trabajo, el mismo Edificio sede de la compañía J. M. Benarroch & Cía Sucs., hoy Benarroch y Casa Bera, C.A.. Así se decide.

 

Alegan las codemandadas que el Dr. Sánchez disponía de una absoluta autonomía en el ejercicio de su actividad profesional.

 

Examinadas cuidadosamente las pruebas que cursan en autos, este Tribunal encuentra que el testigo José Quizena, cuyo testimonio ya fue examinado y valorado, al contestar la pregunta séptima, sí el Dr. Sánchez se reunía los martes con el testigo en la sede de la Gerencia General en Boleita para rendir cuentas de sus actividades relacionadas con S.A. REX y con otras empresas de la División Comercial del Grupo Beracasa, recibir nuevas instrucciones y evacuar en el momento las consultas legales que le fueron formuladas y también los asuntos marcarios y sindicales, dijo que se reunirán (sic) a la hora indicada en la pregunta para revisar todas las cuestiones legales pendientes y entregar y asignarle las cosas que habían surgido, que en esas oportunidades se manejaba inclusive toda la parte de contratación colectiva, sindicatos, aspectos de marcas, problemas de revisión de contrato etc.. Se revisaban y resolvía aspectos relativos a otras empresas que conformaban la División Comercial.

 

Los documentos promovidos por el actor en su escrito de promoción de pruebas en Primera Instancia marcadas K, K1, F8, F9, F12, H, H1, H5, ya analizadas y valoradas, arrojan en conjunción con lo declarado por el testigo José Quizena, la plena prueba del factor DEPENDENCIA, en la relación de trabajo que se examina.

 

Encuentra este Tribunal que con la declaración del testigo José Quizena concatenada con los documentos que se dejan analizados, el actor dejó probado en autos, que no era autónomo, como afirman las codemandadas, sino que recibía ordenes del patrono y debió cumplir determinadas obligaciones, como la de acudir todos los días martes a las 9 de la mañana, a las oficinas de S.A. REX, a rendir cuenta de sus actividades y recibir nuevas ordenes. Así se declara.

 

También alegan las codemandadas que el Dr. Sánchez no tenía un horario determinado de trabajo y también le prestaba servicios profesionales a otras personas naturales y jurídicas.

 

Este planteamiento no tiene asidero en el derecho laboral pues, tratándose de un profesional la dependencia generalmente se determina por el hecho de estar a disposición del patrono sin que tenga que ocupar un espacio físico de la empresa y tampoco es necesario que el servicio se preste a un solo patrono, puesto que nuestra legislación laboral reconoce expresamente la prestación de servicios a varios patronos, como es el caso del artículo 227 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se declara.

 

Las demandadas, entre ellas, S.A. REX, en sus correspondientes promociones  contenidas en sus respectivos Escritos de Contestación de Demanda en Primera Instancia, esta última opuso marcado ‘A’, documento de Poder; marcado ‘B’, convenio o transacción celebrada entre esta Compañía Y Sociedad Anónima Behrens y Cía. Sucesores, por desocupación y entrega de un local comercial, y marcado ‘C’, un Memorándum del Doctor Juan Alberto Sánchez dirigido al Doctor Enrique Beracasa, mediante el cual le da cuenta del convenio celebrado con Behrens y Cía., Sucesores.

 

Estos tres instrumentos ya fueron examinados en el curso de esta Sentencia, pero en relación con la cuestión de la SUBORDINACIÓN, este Tribunal encuentra de particular interés el referido Poder marcado ‘A’.

 

Este documento otorgado por Carlos Beracasa, actuando con el carácter de Director Principal de la Empresa S.A. REX, confiere poder al Doctor Juan Alberto Sánchez, Juan Alberto Sánchez Quintero, Marcos Torres Angarita y Harold Piña, para que, conjunta o separadamente representen y defiendan los derechos e intereses que su representada tiene sobre determinado edificio, y describe su ubicación y datos regístrales de su documentación.

 

Al enunciar las facultades a las líneas de la 40 en adelante, dice textualmente: ‘...y seguir los procedimientos respectivos ante la Dirección de Inquilinato, hasta la resolución definitiva y efectuar todas clase de notificaciones relativas a la mencionada desocupación, pudiendo proceder ante cualquier autoridad, institución o persona natural o jurídica, ya sea administrativa o judicial, relacionada con dicho inmueble, darse por citado o notificado, promover todas clase de pruebas, celebrar convenimientos, concesiones, PREVIA AUTORIZACIÓN DEL PODERDANTE...’. (Mayúscu-las del sentenciador).

 

Este Tribunal Superior observa que éstos tres documentos ya examinados, y valorados en el cuerpo de esta sentencia, constituyen plena prueba del carácter de subordinación en que prestaba sus servicios el demandante, abogado Juan Alberto Sánchez.

 

Probando (sic) como quedó, que el demandante prestó servicios personales desde la sede de J. M. Benarroch & Cía. Sucs, que recibió ordenes de trabajo, que estaba obligado a asistir determinado día de la semana a determinada hora, a la sede de la Empresas S. A. REX, a rendir cuentas de lo actuado a recibir nuevas ordenes e instrucciones, en criterio de este Tribunal, quedó probado en el proceso la dependencia jurídica subordinación del Dr. Juan Alberto Sánchez, al Grupo de Empresas Beracasa, formado en el presente caso, por las Compañías Mercantiles demandadas. Así se decide”.

 

 

 


Observa esta Sala que al haberse probado que el actor prestó servicios personales desde la sede de J.M. Benarroch & Cia. Sucs, que recibió ordenes de trabajo, que estaba obligado a asistir determinado día de la semana y hora a la empresa S.A. Rex a rendir cuentas de lo actuado y a recibir nuevas instrucciones, quedó demostrada la subordinación de éste ante las demandadas, por tanto, el juez de la recurrida debió considerar, como en efecto lo hizo, demostrada la naturaleza laboral de la relación sin entrar a analizar si se cumplió con el otro requisito establecido en el citado artículo 67 de la Ley Orgánica del Trabajo, a saber, la existencia de la remuneración, indispensable en una relación de tal naturaleza, de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la ley especial, por cuanto su ausencia no fue alegada ni demostrada por la parte demandada, a quién por aplicación del artículo 65 eiusdem, le estaba atribuida la carga de desvirtuar la presunción legal contenida en dicho precepto, y que a todo evento el artículo 66 de la Ley Orgánica del Trabajo, establece que toda prestación de servicio debe ser remunerada.

 


De manera que, al no haber demostrado con plena prueba la parte demandada que la prestación personal del servicio se efectuó en condiciones de independencia y autonomía, debió el juez aplicar concatenadamente los artículos 65 y 67 de la Ley Orgánica del Trabajo, como efectivamente lo hizo, por lo que se declara improcedente la denuncia de falsa aplicación de las citadas disposiciones legales y, así se decide.

 


A mayor abundamiento advierte esta Sala al formalizante que si considera que los hechos establecidos por el juzgador de la recurrida no lo fueron con ajuste a la legalidad, tal denuncia debe plantearse a través de un recurso de casación sobre los hechos con fundamento en el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, con la indicación de las normas concretas reguladoras del establecimiento o valoración de los hechos o de las pruebas.

 

DECISIÓN

 


En mérito de las anteriores consideraciones este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara: SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la representación judicial de las sociedades mercantiles BENARROCH Y CASABERA, C.A., INTERNACIONAL DE ANÁLISIS Y SISTEMAS, S.A. (INTASIS), SOCIEDAD ANÓNIMA REX, y FEDERAL DISCOUNT, C.A., contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial  del Área Metropolitana de Caracas, constituido con Asociados, en fecha 06 de agosto de 1999.

 


Se condena en costas a la parte recurrente, de conformidad con lo establecido en los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil.

 


Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Juzgado Octavo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los doce (12) días del mes abril de dos mil. Años: 189° de la Independencia y 141° de la Federación.
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